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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la  UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, de ahora en adelante –UARIV-, contra la decisión proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad el 27 de marzo del año avante, mediante el cual tuteló el derecho fundamental al debido proceso de la señora MARÍA ANGÉLICA MONTOYA DE LÓPEZ.  
ANTECEDENTES:

De acuerdo a lo narrado por la accionante, el 19 de enero de 2015 realizó declaración ante la UARIV con sede en esta ciudad, para ser incluida como víctima por los homicidios de su hijo Edison Ferdinando López, y su esposo Luis Guillermo López Suarez.

Señaló que nunca obtuvo respuesta acerca de su solicitud, pese a que en el momento de la declaración le indicaron que debía esperar a recibir la notificación de la resolución mediante la cual se resolviera la misma. Por lo tanto, el 24 de febrero del año avante se acercó al punto de atención de dicha entidad donde le indicaron que fue citada para el día 13 de abril de 2016, de lo que nunca se le informó, y que además, el proceso había finalizado mediante Resolución No. 2015-94367, donde se negó su inscripción en el Registro Único de Víctimas, de ahora en adelante RUV, de modo que le entregaron copia de dicho acto administrativo, con constancia de que se vencieron los términos para agotar la vía gubernativa, a pesar de que nunca fue notificada.   
Así las cosas, considera vulnerado su derecho fundamental al debido proceso, de modo que solicitó que a través de la presente acción de tutela, se deje sin efectos la Resolución No. 2015-94367 por medio de la cual se negó su inscripción en el Registro de Víctimas administrado por esa entidad, o que, subsidiariamente se le otorgue el término legal para interponer los recursos a los que tiene derecho. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
El Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 13 de marzo del 2017, en dicha disposición ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la UARIV, a través de su Dirección General y Dirección Técnica de Registro y Gestión de la información.  

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante sentencia del 27 de marzo de 2017 tutelar el derecho fundamental al debido proceso de la señora María Angélica Montoya de López, y en consecuencia, ordenó a la UARIV que en el término de 48 horas notifique de manera correcta y por medio del acto idóneo a la accionante de la Resolución No. 2015-94367 del 16 de abril de 2015, de manera que se le permita agotar la vía gubernativa. 
Los fundamentos que motivaron su decisión, están relacionados con el tenor literal de los artículos 67 al 69 del Código Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, según los cuales la Unidad de Víctimas contaba con el término de 5 días después de la expedición de la referida resolución para enviar la citación para la notificación personal a la accionante, o en su defecto publicar la misma a través de su página electrónica o en un lugar de acceso al público de la misma entidad, sin embargo, la encartada dejó transcurrir aproximadamente 18 meses para publicar la citación, desconociendo con ello los parámetros fijados en la ley, pues aunado a su tardanza, omitió que dicha publicación se hace cuando se desconocen los datos de notificación del interesado, y de acuerdo a lo dicho por la accionante al manifestar que hace 20 años reside en la misma dirección, información que reposa en las bases de datos de la entidad accionada, lo cual se corrobora porque con la respuesta que dio la  entidad  a  la  acción de tutela, concluye la Juez que la entidad tuvo la posibilidad de enviarle  una  citación  a  su domicilio  para  que  compareciera  a notificarse personalmente.      
IMPUGNACIÓN
Una vez enterada de la decisión de instancia, la UARIV como entidad accionada procedió a impugnarla a través de su Directora de Registro y Gestión de la Información, bajo los argumentos que a continuación se extraen: 

· En primer lugar manifestó que a esa entidad sólo se le notificó la parte resolutiva del decisión, sin que se les allegara copia de la parte considerativa que contiene la motivación tenida en cuenta para la decisión, por lo tanto, ante la indebida notificación, es imposible para esa entidad dar cumplimiento a la misma.
· Considera que con dicho proveído se vulnera su derecho fundamental al debido proceso administrativo por defecto procedimental absoluto, puesto que con las órdenes dadas en el mismo se omite el trámite reglamentario, mismo que debe ser observado y respetado por el operador judicial, por lo tanto la sentencia de tutela es contraria a derecho al ordenar revivir términos de una decisión que fue notificada por aviso y actualmente se encuentra en firme. 

· Con la decisión impugnada no sólo se desconoce el debido proceso, sino que al pretermitir las etapas administrativas que deben ser surtidas por la accionante, superpone sus derechos sobre los de otras personas que pretenden ser reconocidas como víctimas, violando su derecho a la igualdad, pues bastó con una petición para que el Despacho, sin ser competente, emitiera una decisión con la cual sobrepasa las funciones otorgadas por la constitución y la ley, y desconociendo los mecanismos administrativos establecidos para que una persona pueda acceder a los recursos para impugnar las decisiones de la administración.   
· Igualmente recalcó la entidad que en el fallo existe un defecto orgánico, al omitirse la característica de subsidiariedad de la acción de tutela, pues el Despacho carece de competencia para ordenar dejar sin efectos la notificación por aviso realizada y reabrir los términos para que la accionante interponga los respectivos recursos, olvidando que ella tiene a su alcance la posibilidad de solicitar una revocatoria directa, además de otros mecanismos diferentes a la acción de tutela, por lo tanto, tal decisión puede causar un perjuicio irremediable al sistema de asistencia y reparación integral a las víctimas.
· Frente a la solicitud elevada por la señora María Angélica, explicó que ella solicitó su inclusión en el RUV por haber rendido declaración por el hecho victimizante de desplazamiento forzado y homicidio, la cual fue valorada por esa entidad, quien determinó su no inclusión, tal decisión fue notificada por aviso fijado el 24 de octubre de 2016, en esta ciudad, y del mismo se corrió el término de 10 días para interponer los recursos de ley, sin que estos fueran presentados por la accionante, lo que permitió a dicha decisión cobrar firmeza. 
· Resaltó que el Despacho no puede determinar sobre la inclusión de la accionante en el RUV, pues ello sería usurpar las funciones de esa Unidad, máxime cuando son ellos quienes conocen directamente la situación de la accionante y cuentan con los elementos de juicio para tomar esa decisión. 
· Aunque la accionante no agotó los mecanismos de defensa judicial que tenía a su alcance, todavía cuenta con la posibilidad de acudir a la revocatoria directa, o a través de la vía jurisdiccional a las acciones de nulidad y/o nulidad y restablecimiento del derecho, por ende, la presente acción de tutela pierda su naturaleza de subsidiariedad y resulte improcedente. 

· Finalmente expuso que para este caso concreto no se acreditó la configuración de la excepción a la regla de procedibilidad de la acción de tutela, como es la causación de un perjuicio irremediable, por lo que trajo a colación diferentes pronunciamientos de la Corte Constitucional en ese sentido, y los criterios para determinar su existencia, los cuales se resumen en la inminencia, la gravedad, la urgencia y la impostergabilidad de la intervención; sin embargo, la orden judicial fue proferida sin la observancia de la existencia de otros mecanismos de defensa administrativos y judiciales ordinarios al alcance de la señora María Angélica.  

En vista de tales apreciaciones, solicitó que se revoque la decisión de primer grado y en su lugar se nieguen las pretensiones de la acción constitucional. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Le corresponde determinar a esta Sala si le asiste razón a la Juez de primer nivel, al determinar que la UARIV debe proceder a efectuar la notificación personal del acto administrativo por medio del cual resolvió negar la inclusión de la señora María Angélica Montoya de López, y correr nuevamente el término para presentar los recursos de ley, por haber efectuado la notificación inicial del mismo con violación al derecho fundamental al debido proceso de la accionante; o si como lo ha dicho la encartada en su escrito de impugnación, el fallo de tutela cuestionado es contrario a derecho, al ordenar revivir términos de una decisión que fue notificada por aviso y actualmente se encuentra en firme.
El amparo previsto en el artículo 86 superior, como mecanismo procesal, específico y directo tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 
Sobre el debido proceso.

El artículo 29 constitucional consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, ello en aras de garantizarle a cualquier individuo contra quien se siga un proceso judicial, o una actuación administrativa, la oportunidad de ser oído, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. Frente a ello ha dicho la máxima guardiana constitucional: 

“El debido proceso tiene un ámbito de aplicación que se extiende a todos los tipos de juicios y procedimientos que conlleven consecuencias para los administrados, de manera que a éstos se les debe garantizar la totalidad de elementos inherentes a este derecho fundamental. De otra parte, y específicamente en lo que hace relación con los procedimientos administrativos, es necesario precisar que el derecho con que cuentan los ciudadanos, relativo a la posibilidad de controvertir las decisiones que se tomen en dicho ámbito es consubstancial al debido proceso. Si bien ambas son garantías que se derivan del principio de legalidad, son dos caras de la misma moneda, esto es, mientras que el derecho a cuestionar la validez de las decisiones funge como garantía posterior, las garantías propias del derecho fundamental al debido proceso, tales como (i) el acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia; (ii) el acceso al juez natural; (iii) la posibilidad de ejercicio del derecho de defensa (con los elementos para ser oído dentro del proceso); (iv) la razonabilidad de los plazos para el desarrollo de los procesos; y, (v) la imparcialidad, autonomía e independencia de los jueces y autoridades, son elementos que deben ser garantizados durante el desarrollo de todo el procedimiento, y apuntan, principalmente, a brindar garantías mínimas previas. En efecto, los elementos del debido proceso arriba enumerados buscan garantizar el equilibrio entre las partes, previa la expedición de una decisión administrativa. Por el contrario, el derecho a cuestionar la validez de la misma, hace parte de las garantías posteriores a la expedición de la decisión por parte de la autoridad administrativa, en tanto cuestiona su validez jurídica”

Así las cosas, ninguna actuación que se lleve a cabo por parte de la administración, puede hacerse con desconocimiento de las formas legales establecidas para cada tipo de juicio, proceso o actuación administrativa que se lleve en contra de los administrados.

En lo atinente al derecho de defensa y contradicción, el principio de doble instancia, el derecho de la persona a ser escuchada y la publicidad de las actuaciones y decisiones adoptadas en esos procedimientos, dijo esa Alta Corte en Sentencia C 034 de 2014: 

“(…) Esas garantías se encuentran relacionadas entre sí, de manera que -a modo de ejemplo- el principio de publicidad y la notificación de las actuaciones constituyen condición para el ejercicio del derecho de defensa, y la posibilidad de aportar y controvertir las pruebas, una herramienta indispensable para que las decisiones administrativas y judiciales se adopten sobre premisas fácticas plausibles. De esa forma se satisface también el principio de legalidad, pues solo a partir de una vigorosa discusión probatoria puede establecerse si en cada caso se configuran los supuestos de hecho previstos en las reglas legislativas y qué consecuencias jurídicas prevé el derecho para esas hipótesis.

Una de las notas más destacadas de la Constitución Política de 1991 es la extensión de las garantías propias del debido proceso a las actuaciones administrativas.
 Ello demuestra la intención constituyente de establecer un orden normativo en el que el ejercicio de las funciones públicas se encuentra sujeto a límites destinados a asegurar la eficacia y protección de la persona, mediante el respeto por sus derechos fundamentales. El Estado Constitucional de Derecho es, desde esta perspectiva, un conjunto de garantías de esos derechos, al tiempo que las normas que determinan la estructura del Estado y sus instituciones deben interpretarse en función de esas garantías. En la sentencia C-980 de 2010, señaló la Sala Plena:

“Así entendido, en el ámbito de las actuaciones administrativas, el derecho al debido proceso hace referencia al comportamiento que deben observar las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones, en cuanto éstas se encuentran obligadas a “actuar conforme a los procedimientos previamente establecidos en la ley, con el fin de garantizar los derechos de quienes puedan resultar afectados por las decisiones de la administración que crean, modifican o extinguen un derecho o imponen una obligación o una sanción”
|| 5.5. En el propósito de asegurar la defensa de los administrados, la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre otros, los derechos a: (i) ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso”.
  

Sobre las notificaciones.

El capítulo V de la Ley 1437 de 2011 establece la forma como se deberán realizar las notificaciones a las partes dentro de los procesos administrativos distinguiendo entre las que se realizan para los actos administrativos de carácter general y los de carácter particular. 

Así las cosas, el artículo 67 de la norma en cita dispone: 

“Artículo  67. Notificación personal. Las decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente al interesado, a su representante o apoderado, o a la persona debidamente autorizada por el interesado para notificarse.

En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, auténtica y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo.

El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos invalidará la notificación.

La notificación personal para dar cumplimiento a todas las diligencias previstas en el inciso anterior también podrá efectuarse mediante una cualquiera de las siguientes modalidades:

1. Por medio electrónico. Procederá siempre y cuando el interesado acepte ser notificado de esta manera.

La administración podrá establecer este tipo de notificación para determinados actos administrativos de carácter masivo que tengan origen en convocatorias públicas. En la reglamentación de la convocatoria impartirá a los interesados las instrucciones pertinentes, y establecerá modalidades alternativas de notificación personal para quienes no cuenten con acceso al medio electrónico.

2. En estrados. Toda decisión que se adopte en audiencia pública será notificada verbalmente en estrados, debiéndose dejar precisa constancia de las decisiones adoptadas y de la circunstancia de que dichas decisiones quedaron notificadas. A partir del día siguiente a la notificación se contarán los términos para la interposición de recursos.”

No obstante, el artículo 68 Ibídem también previó la posibilidad de publicar en la página electrónica de la entidad o en un lugar de acceso al público de la misma, una citación para que la persona directamente interesada comparezca a notificarse personalmente de la decisión: 
“Artículo 68. Citaciones para notificación personal. Si no hay otro medio más eficaz de informar al interesado, se le enviará una citación a la dirección, al número de fax o al correo electrónico que figuren en el expediente o puedan obtenerse del registro mercantil, para que comparezca a la diligencia de notificación personal. El envío de la citación se hará dentro de los cinco (5) días siguientes a la expedición del acto, y de dicha diligencia se dejará constancia en el expediente.

Cuando se desconozca la información sobre el destinatario señalada en el inciso anterior, la citación se publicará en la página electrónica o en un lugar de acceso al público de la respectiva entidad por el término de cinco (5) días.”
Cuando no fuere posible realizar la notificación de forma personal, transcurridos 5 días desde la citación, la misma podrá ser realizada por aviso, que igualmente, en aquellos casos en que no se conocen los datos de notificación del solicitante deberá ser publicada por medio electrónico en la página web de la entidad, o en un lugar de vista pública de la entidad:    

“Artículo 69. Notificación por aviso. Si no pudiere hacerse la notificación personal al cabo de los cinco (5) días del envío de la citación, esta se hará por medio de aviso que se remitirá a la dirección, al número de fax o al correo electrónico que figuren en el expediente o puedan obtenerse del registro mercantil, acompañado de copia íntegra del acto administrativo. El aviso deberá indicar la fecha y la del acto que se notifica, la autoridad que lo expidió, los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse, los plazos respectivos y la advertencia de que la notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al de la entrega del aviso en el lugar de destino.

Cuando se desconozca la información sobre el destinatario, el aviso, con copia íntegra del acto administrativo, se publicará en la página electrónica y en todo caso en un lugar de acceso al público de la respectiva entidad por el término de cinco (5) días, con la advertencia de que la notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al retiro del aviso.

En el expediente se dejará constancia de la remisión o publicación del aviso y de la fecha en que por este medio quedará surtida la notificación personal.”
Caso concreto: 

En el caso que ocupa la atención de la Sala, se tiene que la señora María Angélica Montoya de López solicitó desde el 19 de enero de 2015 ante la Unidad de Víctimas su inclusión en el registro RUV, sin embargo, analizada su situación concreta, dicha entidad resolvió mediante resolución emitida en el mes de abril del mismo año negar dicha inclusión, al considerar que no cumple con las condiciones para acceder a ese programa. 

De lo obrante en el expediente se pudo evidenciar que la UARIV tardó alrededor de 18 meses para efectuar la notificación de dicho acto administrativo, omitiendo que era su deber, conforme a las normas de notificación previamente citadas, intentar de alguna de las formas previstas la notificación personal de la interesada dentro de los 5 días siguientes a la expedición del acto; tal situación permite inferir que en efecto la UARIV incurrió en un error al desconocer los términos que tenía para poner en conocimiento de la actora la decisión tomada respecto de su solicitud, por lo que no es viable que en este momento tergiverse las cosas afirmando que la Juez que conoció de este trámite en primera instancia desconoció el debido proceso por omitir el trámite reglamentario previsto para ese tipo de casos, y por tomar decisiones desproporcionadas careciendo de competencia para ello. 

Debe recordársele a la entidad accionada que el Juez de tutela está dotado de amplias facultades y poderes que le ha conferido la Constitución y la ley, para evaluar los casos puestos en su conocimiento, y en los eventos en que se establezca que la entidad demandada ha incurrido en una vulneración de los derechos fundamentales del accionante, podrá tomar las decisiones que estime necesarias para conjurar el daño causado, ello en atención al principio de autonomía judicial con que cuenta; por lo tanto, no tiene razón la recurrente ante sus dichos, pues quien en principio desconoció sus responsabilidades fue ella. 

A pesar de lo anterior, si evidencia esta Colegiatura que la situación presentada también tuvo relación con la falta de actividad de la señora María Angélica, pues no se explica cómo, si desde el mes de enero del año 2015 presentó su solicitud de inclusión en el RUV, dejó transcurrir tanto tiempo para averiguar sobre el estado de su petición, lo cual no permite entrever su interés por dar una solución efectiva a su problema, pues pudo haberse comunicado telefónicamente con la entidad, o como haría una persona diligente, acercarse a las instalaciones de la misma, dada la supuesta premura de su situación, esto quiere decir que ha dejado transcurrir un tiempo más que prudencial, en el cual no se vislumbra actividad efectiva por su parte para tratar de que sea reparado el daño que según ella se le ha causado, lo cual se configura en una causal de improcedencia del presente asunto, al encontrar que no se da cumplimiento al requisito de inmediatez de la acción constitucional. 
Por otra parte, no puede pasarse por alto que aunque tardíamente, la UARIV efectuó las notificaciones del caso, mírese que a folio 15 del expediente reposa una constancia de citación pública realizada por la UARIV el 14 de octubre de 2016, para conminar a la señora Montoya de López a comparecer a efectuar su notificación personal, dicha citación fue publicada en un lugar público y visible de esa entidad, lo cual es viable según los lineamientos del parágrafo segundo del artículo 38 del Código Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, cuando se desconozca información del destinatario, y bajo ese argumento lo hizo. Posteriormente, como la interesada no acudió, se notificó por aviso que fue fijado de igual forma que la citación, por el término de 5 días, conforme indica el artículo 69 Ibídem. Probablemente si la señora María Angélica hubiera estado pendiente del asunto, se habría percatado de la tardanza de dicha entidad y como mínimo indagar allí acerca de las resultas de su petición, de esta manera los hubiera puesto sobre alerta para notificarla en tiempo, y el resultado hubiera sido otro. 
Ahora, si bien la Juez usó como argumento el hecho de que la accionante lleve alrededor de 20 años viviendo en el mismo lugar, tal circunstancia no acredita que su dirección haya sido conocida por la entidad, pues de ello no se adjuntó ninguna constancia, y aunque la UARIV anexó a su respuesta a esta acción constitucional una copia de la planilla enviada a la dirección donde tiene su domicilio la accionante, tal documento se remitió allí el 17 de marzo del año avante, cuando ya esa entidad había sido notificada del auto admisorio de la tutela y se le corrió traslado del escrito en el cual reposa la dirección de notificaciones de la accionante. 
Por otra parte, como acertadamente lo dijo la impugnante, en este asunto tampoco se cumple con el requisito de subsidiariedad que caracteriza este tipo de acciones, pues la libelista tiene a su alcance otros mecanismos de defensa tanto administrativos
 a través de la acción de revocatoria directa del acto administrativo, como judiciales
 a través de las acciones de nulidad y/o nulidad y restablecimiento del derecho. 
Sobre este tópico ha fijado su criterio la Corte Constitucional en este sentido: 
“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
.

De acuerdo a tal postura jurisprudencial, se entiende entonces que el requisito de subsidiariedad de la acción de tutela podría pasarse por alto cuando existiendo otro mecanismo de defensa, resulta poco efectivo ante la presencia de un perjuicio irremediable para quien la invoca, sin embargo, ello no ocurre en este evento, pues como se dijo anteriormente la señora María Angélica presentó una petición aparentemente importante para ella y su familia, tras la cual resolvió esperar pasivamente a lo largo del tiempo tras una respuesta, lo cual se contrapone a la supuesta urgencia que tiene ahora, cuando han transcurrido algo más de dos años desde la presentación de la misma. 
Es suficiente lo dicho en hasta ahora, para decirse que se habrá de revocar la decisión de primera instancia y en su lugar se negará la acción de tutela objeto de impugnación, al encontrarse que en este caso concreto no se cumple con los requisitos de inmediatez y subsidiariedad para su procedencia.  
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad el 27 de marzo de 2017, y en su lugar NEGAR POR IMPROCEDENTE la acción de tutela instaurada por la señora MARÍA ANGÉLICA MONTOYA DE LÓPEZ.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
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